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INTRODUCCIÓN

El empleo del método de elección racional en ámbitos analíticos
muy diferentes de su campo original –el intercambio en merca-

dos económicos– se ha extendido con particular pujanza y brillantez a
la interpretación de los fenómenos políticos. Protagonista indiscutible
del “imperialismo de lo económico” –que supone la continuidad de las
preferencias de los individuos– ha sido la corriente de la elección pú-
blica y su principal derivación, la economía política constitucional.

Es indudable que su influencia ha suscitado avances notables en
el conocimiento de la interacción política en sistemas democráticos,
pero sus insuficiencias y limitaciones se han hecho muy evidentes, de
tal modo que los ulteriores progresos de la economía política a través
del sendero abierto por la elección pública parecen reducidos.

Para superar esas limitaciones, en los últimos años y con el renaci-
miento de la economía política, se ha intentado construir una teoría
racional de la política sobre bases totalmente renovadas. Este nuevo
enfoque, cuya unidad última de análisis es la transacción política,
explica la evolución de las relaciones políticas en su condición de
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transacciones, de contratos, y destaca la relevancia de las institucio-
nes en unos mercados políticos caracterizados por derechos políticos
incompletos, cumplimiento imperfecto de acuerdos, información
imperfecta, modelos subjetivos de decisión de los agentes y altos cos-
tos de transacción. El análisis transaccional de la política es uno de
los componentes centrales y más expansivos del programa de investi-
gación de la Nueva Economía Institucional (NEI).

El presente trabajo da un panorama de la evolución reciente de
este enfoque e intenta insertarlo en la problemática general de la NEI,
que enfatiza la importancia de nociones tales como costo de transac-
ción, asimetrías de información, racionalidad limitada e instituciones
como reglas de juego. La presentación de los argumentos va acompa-
ñada de valoraciones de sus principales aportes.

ANÁLISIS TRANSACCIONAL: DE LA ECONOMÍA A LA POLÍTICA

En las últimas tres décadas, y con particular intensidad en los 90, se ha
consolidado un nuevo programa de investigación en economía, que
entiende a esta última como una “ciencia de la transacción”. Se trata de
la NEI, cuyo aporte fundamental ha sido la inserción de las instituciones
en la línea de razonamiento de la corriente principal de la economía.

El recorrido intelectual de la nueva corriente parte de los trabajos
seminales de Ronald Coase (1937; 1960). En último demostró que
solamente en un mundo de intercambios gratuitos cabría esperar que
se efectuaran todos aquellos que permitan mejoras paretianas de efi-
ciencia. En esas condiciones, el problema del efecto externo como
falla de mercado dejaría de ser tal, pues nada impediría que ese efecto
se internalizara a través de un acuerdo/transacción entre las partes.
Ése es el mundo de la economía neoclásica pre-coaseana, un mundo
sin fricciones, sin instituciones, en el que los procesos de cambio tie-
nen lugar en mercados perfectamente competitivos. Aquí la NEI in-
troduce un fuerte elemento de realismo al admitir que en los merca-
dos económicos los costos de transacción son positivos. Las
transacciones –en último término, las transferencias de derechos de
propiedad– se pueden entender como un problema de contratación,
y los costos de transacción son aquellos que se derivan de la suscrip-
ción ex ante de un contrato, y de su control y cumplimiento ex post
(Eggertsson, 1990). Las partes estarán interesadas en efectuar esa
transacción, en forma implícita o explícita, sólo si los costos de tran-
sacción no superan los beneficios esperados1.

1 Los costos de transacción pueden provenir de múltiples circunstancias que
conciernen a la fórmula de los contratos. Sin pretender hacer un catálogo ex-
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Cuadro 1
Economía neoclásica y NEI: diferencias básicas

Economía neoclásica Nueva Economía Institucional
La economía como ciencia de la elección La economía como ciencia de la transacción
Racionalidad sustantiva Racionalidad limitada
Mercados perfectamente competitivos Mercados imperfectos, con fricciones
Costos de transacción nulos Costos de transacción positivos
Ausencia de instituciones Instituciones como reglas de juego
Empresa, ley y política como cajas negras Existen empresas, leyes y política
Un mundo ideal de eficiencia paretiana Mayor realismo: ausencia de óptimo social
Teorías universales, intemporales El tiempo y la historia importan
Análisis político: elección racional imperialista Análisis político de costos de transacción

El papel de las instituciones se perfila de un modo muy preciso: son
las reglas de juego que rigen el comportamiento de los sujetos, a los
que proporcionan la estructura de incentivos para incidir en el valor
de los costos de transacción2. El conjunto de reglas que reduce el
oportunismo en los intercambios, que extiende la mutua confianza
entre los sujetos y con ello la viabilidad a largo plazo de la ejecución
de los contratos –que, en definitiva, ahorra costos de transacción–
constituye lo que en rigor se puede denominar una estructura
institucional eficiente. Este esquema teórico permite relacionar di-
rectamente las instituciones con el objeto central del programa
neoclásico de investigación, el problema de la eficiencia.

En cuanto establece un vínculo entre instituciones y eficiencia, la
argumentación de la NEI modifica el debate sobre el papel del Estado
en la economía: señala que frente a la confrontación simplista inter-
vención/mercado, ambos se deben analizar como estructuras sociales
alternativas que rivalizan ante el conjunto de problemas de informa-
ción, incentivos y acciones en conflicto que impiden un resultado
ideal (Dixit, 1996). Conforme a los planteamientos de Coase, el pro-

haustivo, entre sus causas principales cabe mencionar los problemas de medición,
de búsqueda y, sobre todo, de información asimétrica, los cuales inducen com-
portamientos oportunistas de los sujetos (problemas de selección adversa, u
oportunismo ex ante; de riesgo moral, oportunismo ex post; y de agencia). Junto
a ellos son muy relevantes los costos de diseño y ejecución de los contratos,
incorporados desde la perspectiva de la teoría positiva del costo de agencia
(Williamson, 1985; Eggertsson, 1990). En esta sección son de particular impor-
tancia los costos irrecuperables que se asocian a las inversiones irreversibles y los
costos de la acción colectiva.

2 Esas reglas pueden ser formales (constituciones, leyes, procedimientos escri-
tos) o informales (costumbres, normas de conducta socialmente aceptadas), y
estas últimas pueden ser tan importantes como las primeras.
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blema básico de la política económica consiste en considerar cómo
operan las instituciones sociales alternativas en la práctica –no en el
blackboard economics–, siendo conscientes del importante papel que el
gobierno debe jugar en el sistema económico, aun en una economía
de mercado, puesto que frente a la “mano invisible” la aparición de
mercados eficientes exige unos requisitos institucionales3. En este
sentido, la “receta liberal de mercado” no es óptima para toda socie-
dad pues, como señala North (2000), la imposición de un conjunto
de reglas formales a una cultura cuyas restricciones informales no son
coherentes con el nuevo conjunto de reglas formales es la receta para
el fracaso político y económico.

Al establecer este nexo entre instituciones y comportamiento eco-
nómico, la NEI relaja el supuesto neoclásico de racionalidad y acepta,
en líneas generales, la noción de racionalidad limitada según la cual
existen múltiples restricciones a la conducta plenamente racional de
los sujetos; restricciones de información, cognoscitivas (o
computacionales) y volitivas (Simon, 1957)4. En cualquier caso, las
instituciones establecen las condiciones para el grado de racionalidad
que predomine en una sociedad determinada.

Con estos cimientos, la NEI sienta las bases de una teoría del cam-
bio institucional. El análisis de la interacción entre precios relativos,
cambio técnico e instituciones es quizá el aporte más notable de
Douglass North (1981; 1990a). En concreto, la incorporación de la
idea de path dependence destaca la importancia de las condiciones
institucionales iniciales (relacionada con problemas de inversiones
irreversibles, efectos de aprendizaje o expectativas adaptativas) y
muestra que los procesos acumulativos en el tiempo producen por sí
mismos resultados económicos. La dependencia de la trayectoria ex-
plicaría por qué un estado social ineficiente puede perdurar durante
mucho tiempo, así los sujetos que lo padecen sean conscientes de esa
ineficiencia (David, 1985; Arthur, 1994). Aquí emerge con fuerza la
idea –tan antineoclásica– de que la historia y el paso del tiempo im-
portan. Se abre también una perspectiva de análisis comparativo: las

3 Ver Samuels y Medema (1998) para un análisis de las implicaciones político
económicas de los desarrollos coasianos.

4 Aunque la noción de racionalidad limitada es un punto de encuentro de la
mayoría de partidarios de la NEI, sus diferencias son manifiestas. En particular,
Williamson y North discrepan en este punto. Mientras que el primero no acepta
la restricción volitiva a la racionalidad (según él los individuos intentan alcanzar
resultados óptimos y no meramente satisfactorios), North va más allá, con su
concepto de shared mental models, para resaltar la importancia de las ideologías
y los procesos de aprendizaje (Denzau y North, 1994; North, 1994; Mantzavinos,
North y Shariq, 2001). Simon (1999) recuerda la amplitud de los límites que su
noción de “racionalidad limitada” impone a la racionalidad humana.
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características del entorno institucional son fundamentales en el exa-
men del desarrollo de las distintas economías y en las comparaciones
intertemporales entre ellas y dentro de ellas (Williamson, 2000).

En suma, estamos ante un nuevo programa de investigación en
economía, cuyo núcleo contiene elementos que ya figuraban en el
programa neoclásico y otros totalmente nuevos. Entre los que con-
serva se destacan el individualismo metodológico, los supuestos de
escasez y competencia y el interés por el rigor lógico. Entre las nove-
dades, además de la internalización de los factores institucionales,
hay dos consideraciones epistemológicas cruciales: la noción de ra-
cionalidad acotada y la dimensión histórica, que frente a la preten-
sión neoclásica de universalidad obliga a relativizar las propuestas
teóricas. Así, nos encontramos con la corriente que Hall y Taylor
(1996) consideran como un cuarto tipo de institucionalismo, que se
entrelaza con el nuevo institucionalismo de elección racional.

La NEI ha tenido un impacto significativo en el panorama con-
temporáneo de varias ciencias sociales. Además de la aparición de
una nueva teoría de la organización (Williamson, 1985; Aoki, 1990b;
Ménard, 1997), son notables sus aportes a la historia económica
(North, 1981; Milgrom, North y Weingast, 1990; North y Wallis,
1994), al análisis económico del derecho (Medema, 1998), a la teoría
del desarrollo (Harris, Hunter y Lewis, 1995; Burki y Perry, 1998), al
análisis del capital social (Greif, 1994; Knack y Keefer, 1997) y a la
economía de la regulación (Krueger, 1990; Joskow, 1991; Levy y
Spiller, 1994). Es verdad que durante bastante tiempo adoleció de
cierto “vicio teoricista”, es decir, de una manifiesta ausencia de conte-
nido empírico. Pero desde la década de los 90 ha surgido un gran
caudal de estudios empíricos bien fundamentados en la mayoría de
esos campos y para un número significativo de países, con lo que el
problema anterior ha sido corregido en buena medida5.

Además, ha ido surgiendo una nueva teoría de la política que,
como se verá, supera algunos límites teóricos, metodológicos y empí-
ricos de los anteriores análisis de economía política. El análisis polí-
tico de costos de transacción (APCT)6 se fraguó con diversos aportes
en la década de los 80, pero sólo alcanzó una presentación explícita y
sistemática en los trabajos de North (1990b) y Dixit (1996), que pro-
ponen una estructura teórica para interpretar los fenómenos políti-
cos cuyas bases se resumen a continuación:

5 Ver las revisiones de Shelanski y Klein (1995) y la de Boerner y Macher
(2002).

6 Usamos esta expresión para traducir lo que algunos autores –entre ellos North
y Dixit– llaman Transaction-Costs Politics, mientras que otros, como Spiller y
Tommassi (2000), emplean la expresión más simple de Transactional Approach.
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1. La aplicación de la visión transaccional en este ámbito lleva a
considerar la interacción política como un conjunto de relaciones
contractuales.

2. Las instituciones son las reglas del juego político, que intervie-
nen de un modo decisivo en la estructura de incentivos que encaran
los agentes; por ello determinan en alto grado los resultados de las
políticas públicas.

3. En la relación causal entre instituciones y resultados, son de
particular importancia las estructuras de ejercicio de la autoridad
(governance), es decir, los mecanismos y normas de organización que
se establecen para los actores del juego político.

4. Los costos de transacción tienden a ser mayores en el ámbito
político que en el económico, por lo que el diseño de una estructura
institucional eficiente es más complejo en el primero de ellos.

5. En los últimos tiempos se observa una progresiva introducción
de la perspectiva intertemporal, esto es, una visión de las políticas
públicas como resultado de una cadena de transacciones políticas
intertemporales; aquí es de gran importancia la forma que asuma el
alineamiento temporal de los incentivos de los jugadores.

6. La noción de compromiso desempeña un papel central en el
avance hacia la eficiencia institucional, lo que justifica la importancia
del capital reputacional y de las fórmulas organizativas del Estado.

En un escenario pre-coaseano, con costos de transacción nulos, se
efectúan todas las transferencias de derechos políticos que permiten
situar esos derechos allí donde más se valoran, de modo que los gana-
dores en la asignación de derechos compensan a los agentes que se
los ceden7. Mediante esas compensaciones efectivas (en el sentido de
Scitovski) se alcanzaría entonces la solución socialmente óptima, y al
final los derechos políticos (así como los de otra índole) acabarían
recayendo en donde más se valoran: ninguna mejora paretiana queda
sin realizar. De esta situación se deriva una versión macro del teore-
ma de Coase, según la cual el tipo de gobierno de un país no afecta el
crecimiento económico si el costo de las transacciones es cero
(Eggertsson, 1990). En términos más generales, la perspectiva
neoclásica estricta lleva a concluir que el proceso político no importa.

Por el contrario, en el APCT la situación característica es aquélla en
que los costos de la interacción política son positivos: en las transac-

7 Se pueden distinguir los derechos de nivel operacional, que suponen el de-
recho a ejercer un derecho, y los derechos en el nivel de acción colectiva, que
suponen el derecho a participar en la definición de derechos futuros (Schlager y
Ostrom, 1992). Estos últimos son los más interesantes para el análisis político
en la medida en que determinan las reglas políticas que rigen la toma de deci-
siones en el futuro.
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ciones políticas entre ciudadanos y políticos, que subrayan North
(1990b) o Dixit (1996; 1998), y en las que los participantes son todos
políticos, en las que se centran Weingast y Marshall (1988), Epstein
y O’Halloran (1999) o Spiller y Tommasi (2000). Así, si los costos de
transacción superan a las ganancias del intercambio, quedan mejoras
paretianas sin realizar. De ahí la relevancia de la estructura político-
institucional, que determina el nivel de los costos de transacción en
los mercados políticos y, en consecuencia, el grado de acercamiento
al óptimo social. Por tanto, el marco institucional del conjunto de la
sociedad y, en particular, las instituciones políticas determinan el ni-
vel de eficiencia de las transacciones políticas en entornos en los que
negociar es costoso8.

En suma, el enfoque neoinstitucional resalta que la estructura
institucional y organizativa actúa como un conjunto de reglas que
estructuran los incentivos y conjuntos de elección de los sujetos polí-
ticos, y así determinan el resultado político (si bien esto no implica
un determinismo que permita la predicción perfecta). Esta idea se
puede expresar como y = f(x) + e, donde y es el resultado político, x
son las reglas políticas e instituciones, y e es un factor aleatorio9.

Gráfica 1
Análisis político de costos de transacción: secuencia lógica

8 Según el teorema de Coase, la fragmentación inicial de los derechos de
propiedad no influye en la asignación de recursos cuando existe libertad de
transferencia de derechos y el costo de transacción es nulo. Pero en los mercados
políticos no se cumple ninguna de estas dos condiciones: a los altos costos de
transacción se añade la imposibilidad de transferir los derechos políticos funda-
mentales e intrínsecos a cada persona, de modo que no es posible alcanzar el
óptimo social.

9 El APCT destaca el papel estabilizador de las instituciones –cuya referencia
teórica es el Structure Induced Equilibrium de Shepsle y Weingast (1981)– para
explicar la evidencia empírica de la estabilidad de los procesos de toma de de-
cisiones frente a los análisis de elección social que, a partir del teorema de
imposibilidad de Arrow, atribuyen inestabilidad y carácter cíclico a los procesos
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Si las instituciones políticas están mal diseñadas –de modo que hay
incentivos para el comportamiento oportunista, para explotar venta-
jas informativas, etc.–, el valor de los compromisos contraídos por los
agentes será bajo, las políticas tendrán poca calidad y estarán sesgadas
hacia el corto plazo. Todo ello no dejará de tener efectos negativos
sobre la evolución económica del país de que se trate y mermará sus
posibilidades de crecimiento sostenido. La secuencia lógica de este
razonamiento se recoge en la gráfica 1.

Como se dijo en la introducción, el APCT busca superar las graves
insuficiencias de los modelos tradicionales de elección racional apli-
cados a la política. Pero la valoración general de esos modelos, enca-
bezados por la elección pública, ha de ser matizada. Por un lado, és-
tos han permitido explicar algunos aspectos del funcionamiento del
sistema democrático que antes apenas se tomaban en cuenta, como la
búsqueda de rentas o los ciclos económicos electorales, mediante la
formulación de teorías claras y precisas. En particular, el desarrollo
de la economía política constitucional produjo una agenda de inves-
tigación en la que ocupan posiciones centrales las nociones de velo de
incertidumbre y consenso en la definición de políticas, así como la
necesidad del compromiso y la regla para reducir el impacto de la
ineficiencia política.

Por otro lado, las limitaciones epistemológicas de la elección
pública para constituir una teoría positiva de la política son cada vez
más evidentes. A las críticas usuales de reduccionismo argumental,
uso excesivo de la noción más estricta de racionalidad (racionalidad
sustantiva, sin acotación alguna) o insuficiente constrastación empí-
rica de algunas de sus principales propuestas teóricas, se han añadido
otras que destacan el uso forzado de analogías tomadas del análisis
del intercambio económico (los procesos que llevan a maximizar be-
neficios e influencia y votos pueden ser muy diferentes), lo que blo-
quea sus posibilidades de desarrollo formal. Y se han detectado gra-
ves inconsistencias en el tránsito de la aplicación del análisis neoclásico
de la economía a la política, como ocurre con el olvido casi total de
los factores de competencia (que, de ser tomados en cuenta, podrían

de decisión colectiva (Saeigh y Tommasi, 1998; Furubotn y Richter, 1998; Shepsle,
1999). De ahí que el proceso político se pueda representar mediante una función,
aunque contenga un factor no predecible justificado por la racionalidad limitada
o el peso de la ideología. De este modo, aunque destaca el peso de las institu-
ciones que generan estabilidad y a través de las cuales se llega al resultado
político, el APCT no cierra posibilidades al debate político: cada acción política
es un episodio de un juego con reglas y cierta libertad (Dixit, 1996). Como
señala Eggertsson (1997; 1998), en un mundo de información y conocimiento
limitados aumentan los grados de libertad de los procesos políticos.
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comprometer la conclusión de ineficiencia de los mercados políticos)
(Wittman, 1994). El APCT ha intentado dar respuesta a muchos de
estos problemas, como se indica en el cuadro 2.

Cuadro 2
Economía política constitucional y APCT: diferencias básicas

Economía política constitucional Análisis político de costos de transacción
Análisis transaccional limitado al logrolling La transacción como unidad de análisis político
Racionalidad sustantiva Racionalidad limitada
Imperialismo de lo económico Integra razonamiento económico y político
La constitución como regla Instituciones como reglas formales e informales
La constitución determina todo La constitución como contrato incompleto
Las reglas importan, los actos no Reglas-Actos: distinción de grado
Ausencia de costos de transacción políticos Altos costos de transacción políticos
Visión estática de la transacción política Intertemporalidad en las transacciones políticas
Dimensión ahistórica, aideológica Dependencia de la senda, presencia de la ideología
Déficit de análisis empírico Creciente literatura empírica

Además, desde el punto de vista metodológico, y frente a la pretensión
imperialista de la elección pública, el análisis transaccional incorpora
una novedad: el intento de construir una teoría positiva de la economía
política que integre elementos de análisis económico y de análisis polí-
tico (Dixit, 1996; Coase, 1999; North, 1999b). Aquí es importante el
aporte de politólogos como Kenneth Shepsle o Terry Moe.

UNA TEORÍA DEL ESTADO CON COSTOS DE TRANSACCIÓN

En la caracterización institucional de los mercados políticos cabe dis-
tinguir dos niveles de análisis: el que explora la naturaleza del Esta-
do, donde surgen las reglas del juego, y el que se centra en el desarro-
llo del juego político. Las explicaciones de las secciones siguientes se
refieren a este segundo nivel, donde los mecanismos de governance de
las relaciones contractuales son el centro de atención. Mientras que
en esta sección se describen los intentos neoinstitucionalistas de cons-
truir una teoría del Estado10.

10 En su síntesis reciente, Williamson (2000) propone una explicación algo
distinta aunque compatible. Entre los distintos niveles de análisis social estable-
ce un segundo nivel que estudia cómo resuelven las reglas formales del juego lo
que llama actividad economizadora –de costos de transacción– de primer orden,
y un tercer nivel en el que se toma como dado el entorno institucional estudiado
en el nivel anterior y se presenta un segundo orden de actividad maximizadora:
la elección de la estructura de governance. En su visión de las instituciones in-
formales como meras restricciones del problema de economización, el segundo
nivel incorporaría la teoría política positiva.
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En la perspectiva teórica abierta por North (1981) y desarrollada,
entre otros, por Yoram Barzel (1993) y John Nye (1997), se estudia la
relación de intercambio entre un Estado soberano que maximiza la
riqueza y los súbditos, en términos de las ganancias del comercio
ocasionadas por las economías de escala que el soberano puede pro-
porcionar en la protección y el cumplimiento de los derechos de pro-
piedad a cambio de un ingreso (impuesto). Esas economías de escala
en el uso real o potencial de la violencia configuran el escenario ca-
racterístico del monopolio natural.

El análisis del contrato entre el Estado y los súbditos puede co-
menzar con una teoría neoclásica simple, la cual según North (1981)
señala que el Estado: 1) da protección y justicia a cambio de rentas,
2) actúa como un monopolista discriminador para maximizar su ren-
ta y 3) está limitado por el costo de oportunidad de sus gobernados
(el cual depende de los rivales potenciales). A este modelo simple se
deben incorporar nuevas dimensiones para hacer análisis más com-
plejos. En general, el acuerdo de equilibrio entre el Estado y los súb-
ditos depende especialmente de las siguientes características: la na-
turaleza y los costos de las diversas relaciones de intercambio y coerción
entre el Estado y los súbditos, el grado de competencia por la posi-
ción del Estado (incluyendo el conflicto político y el militar), la tec-
nología de producción, y la existencia de competencia y completitud
en todos los mercados relevantes (Nye, 1997).

Así, el Estado se puede interpretar como una empresa que produ-
ce una serie de servicios a la sociedad, con una diferencia importante,
tal como señalan Furubotn y Richter (1998): el Estado es la autori-
dad suprema y hace su propia ley; la empresa está sometida a esa
autoridad y a la obediencia de esas leyes.

Dos características distinguen a la coerción de cualquier otro bien.
Primera, puede inducir intercambios que no sean mutuamente bene-
ficiosos, al menos con una parte de las que participan en el intercam-
bio, actuando de forma involuntaria. Segunda, la relevancia de la tec-
nología de coerción para cambiar el análisis estándar depende del
grado en que pueda ser comerciada en un mercado. Cuanto más de-
sarrollados estén los mercados de coerción, menos efectos habrá so-
bre el resultado de equilibrio (Nye, 1997).

North distingue dos grandes modelos alternativos que explican la
naturaleza del Estado, según la atención que presten a las formas que
adoptan los elementos de fuerza: 1) el modelo de Estado contractual,
que maximiza la riqueza social en un entorno de distribución equita-
tiva del potencial de violencia, el cual no es más que la extensión
lógica del teorema neoclásico del intercambio; y 2) el modelo de Es-
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tado depredador, que considera un ente explotador que actúa como
agente de un grupo o clase y extrae los ingresos del resto de habitan-
tes en beneficio de ese grupo11.

Si los costos de transacción fuesen nulos, estaríamos ante la prác-
tica irrelevancia del modelo de Estado: el caso de coerción perfecta
con costos nulos sería análogo al del monopolista perfecto que puede
discriminar precios. Un soberano que puede extraer sin costos todo
el excedente de sus súbditos lo hará sin afectar la “eficiencia” del re-
sultado, aunque sí su distribución. Los costos de transacción positi-
vos dificultan el logro de las ganancias de eficiencia y están en la base
de las distancias entre los dos modelos de Estado, y entre cada uno de
ellos y el óptimo social. En este marco teórico, el hecho de que el
Estado depredador carezca de una fórmula contractual ideal puede
llevar a que se garanticen los ingresos (la porción del pastel) del gru-
po que lo sostiene, a costa de alejarse del óptimo social (disminución
del tamaño del pastel). Esto permite entender el conflicto entre la
estructura de propiedad que maximiza las rentas del gobernante y el
sistema eficiente que reduce los costos de transacción y fomenta el
crecimiento económico y la eficiencia política12.

En la reconciliación entre la teoría depredadora y la contractual,
además del análisis de la distribución del potencial de violencia y de
las restricciones competitivas y de costos de transacción que sugirió
North (1981), parece necesario incorporar otros elementos de corte
claramente institucionalista. Barzel (1993) señaló la necesidad de
incorporar el paso del tiempo para entender por qué unos soberanos
inicialmente depredadores acaban permitiendo que de la relación de
intercambio surja la autoridad de la ley y el crecimiento económico.
North (2000) defiende el tratamiento explícito de los sistemas de
creencias, así como de la relación entre estos sistemas y los mecanis-
mos de aprendizaje social13. Esta dimensión histórico-temporal y la
importancia del sistema de creencias en el análisis político son las
bases de la dependencia de la trayectoria en la política.

En el APCT, para entender el presente político es necesario anali-
zar la evolución institucional a lo largo de la historia, debido a que

11 En un trabajo reciente, Moselle y Polak (2001) estudian un interesante
modelo de Estado depredador.

12 Es de interés el ensayo de Geddes (1999) en torno al conflicto entre inte-
reses del soberano y eficiencia del sistema, que extiende el razonamiento de
North para explicar la persistencia de dos fenómenos normalmente considerados
ineficientes, el de la corrupción y el de la propiedad estatal.

13 La importancia que se da a los sistemas de creencias e ideologías en los
últimos aportes de North (1990a; 1999a; 2000; Mantzavinos, North y Shariq,
2001) abre una importante línea de trabajo en ciencia política, que se manifiesta
en trabajos como el de Kehoane (1999) sobre las instituciones internacionales.
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existe una senda caracterizada por la presencia de rendimientos cre-
cientes, mercados imperfectos y altos costos de transacción (North,
1990a; 1990b). Esta senda hace que el cambio sea ante todo
incremental, consistente con el marco institucional básico, y que las
elecciones del presente se hagan sobre un conjunto de elección limi-
tado por las decisiones políticas del pasado, lo que vincula las deci-
siones a lo largo del tiempo14.

Para Furubotn y Richter (1998), el servicio básico que presta un
Estado contractual es el desarrollo y la aplicación de una constitución15.
El Estado establece buena parte de las “reglas del juego” especificando
las condiciones de la competencia y de la cooperación, y el nivel de
costos de transacción. Al proporcionar ese ordenamiento, el Estado
puede favorecer el acercamiento de la producción a su frontera técnica.
En ese sentido, un componente del elemento de coerción es de gran
relevancia: la instancia estatal es decisiva en el proceso de ejecución de
los contratos, sean de carácter público o privado, y es definitiva cuando
haya discrepancias entre las partes (third-part enforcement).

En un importante artículo, North y Weingast (1989) identifica-
ron los mecanismos a través de los cuales el paso de un modelo de
Estado depredador a otro contractual fue definitivo para la orienta-
ción histórica hacia el crecimiento de la Inglaterra del siglo XVII, de-
mostrando la superioridad del gobierno representativo surgido de la
Revolución Gloriosa frente al marco institucional precedente. La re-
volución redujo la dimensión expoliadora del sistema fiscal a favor
del soberano y su capacidad para alterar unilateralmente los impues-
tos, limitó el poder legislativo y judicial de la Corona y estableció un
sistema de equilibrios entre parlamento y monarquía. Todo ello hizo
más predecibles las decisiones de gobierno y fortaleció e hizo más
creíble el compromiso institucional de asegurar los derechos de los
individuos. En suma, es un ejemplo de que el tránsito de la tiranía al
gobierno representativo se puede entender como un refuerzo de la
eficiencia política y económica.

14 Vito Tanzi (1997), en su análisis sobre el cambio del papel del Estado en la
economía, afirma que “la política económica actual es, en distintos grados, escla-
va de las decisiones de gobiernos pasados”, y no refleja adecuadamente el papel
que desea el gobierno actual.

15 En el APCT, las constituciones aparecen como contratos incompletos fruto de
la incapacidad para prever todas las contingencias futuras, de la complejidad para
especificar reglas aun para contingencias previstas, y de la dificultad para obser-
var y verificar objetivamente las contingencias. Las constituciones dejan abiertos
muchos términos del contrato para que sean especificados en el futuro: así se
puede entender el peso de los actos políticos, especialmente cuando tienen efec-
tos de larga duración. Dixit (1996) considera que la distinción entre reglas y
acciones políticas es más cuestión de grado que de clase.
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En línea con esta interpretación, algunos historiadores económi-
cos y políticos han hecho análisis comparativos que permiten avan-
zar en el conocimiento de la relación entre derechos de propiedad,
modelo de Estado y crecimiento económico en la Europa del arran-
que capitalista. Entre ellos se destaca el de Hoffman y Rosenthal
(1997) que compara la evolución de Inglaterra y Holanda con la de
Francia y España en esa época.

El Estado, en su doble función de ejecutor final de todo contrato
y de depositario último de la coerción, se convierte además en campo
de batalla por el control de su proceso interno de decisión. Este es
uno de los factores que permite entender por qué, en una realidad
social dinámica, el marco institucional y el Estado están sometidos a
conflictos y cambios continuos.

Es obvio que existe un vínculo entre modelo de Estado y régimen
político. Una vertiente ha avanzado en esa dirección. Un ejemplo es
el trabajo de Przeworski y Limongi (1993), que presenta a la demo-
cracia como un régimen político en el que los ciudadanos deciden el
tamaño del Estado y tienen derecho al residuo fiscal (la diferencia
entre el producto total y el costo del gobierno estatal), mientras que
en la autocracia el aparato del Estado decide su tamaño y se puede
apropiar del residuo fiscal (como en las dictaduras personalizadas).
Así, mientras que la democracia es el régimen político prototipo de
un Estado contractual, la autocracia lo es del depredador.

No obstante, en cualquier análisis empírico positivo la distancia
entre ambos prototipos estatales se acorta. El poder no es ilimitado
en el Estado depredador, pues precisa un grado de aceptación social,
y el contractual no actúa –en presencia de costos de transacción posi-
tivos– como un maximizador perfecto y benevolente de la eficiencia
y la riqueza. Y, como hemos mostrado, el elemento de coerción no
deja de existir, con menor peso relativo y mayor legitimidad, en el
modelo contractual/democrático16. Por esa razón, en su obra póstu-
ma, Mancur Olson (2000) criticó a fondo la teoría northiana y el
conjunto del APCT, y negó incluso la posibilidad de aplicar un enfo-
que contractual en el análisis de la política democrática, en la que las
relaciones entre agentes son socavadas inevitablemente por ese ele-
mento de fuerza.

16 En algunos puntos, la propuesta neoinstitucionalista recuerda algunas teorías
neomarxianas del Estado, que por lo general parten de la concepción gramsciana
de todo ente estatal como “hegemonía acorazada de coerción”.
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COSTOS DE TRANSACCIÓN EN LOS CONTRATOS POLÍTICOS

Las transacciones políticas pueden ser mutuamente beneficiosas en
los mercados políticos, así como las económicas lo son en los merca-
dos económicos. Pero la competencia económica y la política no son
iguales. La primera es la lucha por ventajas económicas a través del
intercambio económico, y esto ocurre sobre derechos de propiedad
seguros. La segunda es la lucha por la autoridad, que supone el dere-
cho a cambiar esos derechos (Furubotn y Richter, 1998).

Como vimos, la noción de contrato juega un papel central en los
intentos neoinstitucionalistas de formalizar la interacción entre los
actores del juego político (considerando, a partir de aquí, sólo un
marco estatal contractual/representativo). El estudio de la peculiar
naturaleza e intensidad de los costos de transacción en los intercam-
bios políticos es el principal aporte de Dixit (1996). Esa peculiaridad
es fundamental en el análisis político transaccional.

La comprensión de las transacciones políticas exige aceptar que la
información es costosa, que los acuerdos sólo se cumplen imperfec-
tamente y que los actores usan modelos subjetivos para explicar su
entorno (North, 1990b). Los costos de transacción tienden a ser
mayores –y aun sustancialmente mayores– en el ámbito político que
en el económico. Con ello se quiere decir, obviamente, que las
disfuncionalidades introducidas por las asimetrías de información,
las relaciones de agencia, los problemas de ejecución de contratos o
“costos irrecuperables” son más graves en términos relativos.

Como punto de partida, reparemos en tres características básicas
de los contratos políticos, que los hace particularmente complejos y
difíciles de ejecutar si se los compara con los económicos. Primera,
las partes contratantes no son perfectamente identificables pues al
menos una de ellas es un sujeto múltiple. Segunda, los términos del
contrato tienden a ser vagos e interpretables por las partes, debido a
su condición de contratos incompletos como consecuencia de la difi-
cultad de medir lo que se intercambia en los mercados políticos. Por
último, los derechos cuya propiedad se intercambia son inseguros y
en todo caso están temporalmente limitados (pues no podría ser de
otro modo con el principio de alternancia en el poder) (Furubotn y
Richter, 1998).

El cumplimiento imperfecto de acuerdos se relaciona en forma
estrecha con el hecho de que muchas promesas políticas no están
sujetas a ningún mecanismo de cumplimiento, a ninguna fuente de
coacción. Es decir, una notable peculiaridad de los mercados políti-
cos es la ausencia o irrelevancia de un mecanismo efectivo de ejecu-
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ción a través de una tercera parte, tanto para la relación entre electo-
res y legisladores como para la que se presenta entre legisladores.
Este problema es particularmente grave cuando hablamos de contra-
tos incompletos e interpretables.

Las transacciones políticas tienden a estar muy afectadas por ele-
vados costos ex ante y ex post. La falta de identificación exacta de los
afectados, la imprevisión de contingencias futuras y la ausencia de
incentivos para cumplir estrictamente lo acordado originan compor-
tamientos en los que interviene el riesgo moral, la selección adversa,
el sesgo, en fin, de oportunismo.

Junto a esos altos costos de transacción, los mercados políticos
presentan otros dos rasgos destacables. Primero, el bajo poder de los
incentivos en la formación de la política. Los valores que maximizan
la función objetivo de la autoridad política y la del representado mu-
chas veces no coinciden porque los intereses no están bien alineados
(pues las ganancias marginales de producir un resultado de valor sig-
nificativo para la sociedad suponen un bajo porcentaje de valor aña-
dido para el político), lo cual no permite hacer frente de manera ade-
cuada al problema de agencia. Segundo, la fuerza de selección y
evolución en los mercados políticos es lenta y débil, y así es de esperar
un menor grado de eficiencia y una selección menos intensa de orga-
nizaciones. Como señala North (1999a), la competencia juega un
papel mucho menos efectivo en los mercados políticos que en los
económicos. Los problemas de distribución y procesamiento de la
información pueden explicarlo en parte.

Las estructuras de poder en la organización política constituyen
una cadena de relaciones de agencia. Un interesante aporte de Dixit
(1996; 1998) consiste en definir la interacción entre actores políticos
en términos de una relación de agencia común, con principales múlti-
ples; así incorpora al APCT unos desarrollos cuyos jalones notables son
los trabajos de Wilson (1989) y Grossman y Helpman (1994). Las
relaciones verticales de electorado, parlamento, gobierno, administra-
ción pública y estructuras de distribución territorial del poder (gobier-
no central, regional, local) se interpretan desde esa perspectiva.

Un claro ejemplo de altos costos de transacción políticos es el de
los mercados del voto. El análisis tradicional emplea los modelos de
elección social y es uno de los capítulos más brillantes de la teoría de
la elección pública. El nuevo enfoque aporta análisis muy notables de
los problemas que están detrás de los altos costos con los que operan
esos mercados. En esencia, los mercados electorales consisten en el
intercambio de votos por promesas de actuación política.
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Desde hace décadas, los modelos de economía política suponen que
el acto de votar racionalmente incorpora un elevado costo de informa-
ción. El APCT enfatiza este factor y lo relaciona con la disposición per-
versa de los incentivos que encaran los sujetos políticos elegibles.

Como ya señalamos, en los mercados electorales se presentan con
particular intensidad los problemas de ejecución de los acuerdos.
Como no existe un mecanismo efectivo que haga cumplir las prome-
sas electorales, el incentivo para incumplirlas puede ser grande17.
Además, también existe un grave problema de “costos irrecupera-
bles”, asociado a la inversión irreversible que el votante hace en una
apuesta política, que considera la que mejor se ajusta a su función
individual de preferencias pero sobre la cual no tiene ningún control
una vez ha cumplido su parte del contrato.

Este ejemplo evidencia que la dificultad de medir lo que se
intercambia en los mercados políticos y de hacer cumplir los acuer-
dos eleva sustancialmente los costos de esas transacciones. Si además
incorporamos la idea de North (1990b) de que la agenda de asuntos
que incorporan mayores costos de transacción se tiende a trasvasar
desde el ámbito de las relaciones económicas privadas al sector pú-
blico, es fácil concluir que una característica de los mercados políti-
cos es su tendencia a la ineficiencia, así como la relevancia de las
instituciones políticas para hacer frente a estos altos costos. Ya en su
obra fundamental, North sostenía que los mercados eficientes, bas-
tante escasos en el ámbito de lo económico, lo son “incluso más en el
mundo político” (North, 1990a).

En este punto, cabe señalar que los agentes políticos pueden usar
los mecanismos gubernamentales para alterar, y aun incrementar, es-
tratégicamente los costos de transacción políticos, de forma que se
beneficien y consigan sus propios objetivos. Así, ciertos costos de
transacción son endógenamente determinados mediante el ejercicio
auto-interesado de la actividad política; puede existir una amplia gama
de formas de manipulación de esos costos (de los costos de informa-
ción, los de negociación, de acuerdo y cumplimiento), y se pueden
especificar las condiciones en que los comportamientos que tienden
a aumentarlos se hacen más extensivos (Twight, 1994).

Otro de los obstáculos que dificultan la eficiencia de los mercados
políticos es la estructura temporal de las transacciones políticas, as-

17 A no ser por códigos de conducta personales o por el costo en que pueda
incurrir el político en términos de credibilidad y posibilidades futuras de reelec-
ción. Un caso paradigmático de esto último fue el famoso “read my lips”, que
sirvió a George Bush para vencer en las elecciones presidenciales de 1988 y,
quizá, para perder las de 1992.



133INSTITUCIONES, COSTOS DE TRANSACCIÓN Y POLÍTICAS PÚBLICAS: UN PANORAMA

pecto en el que insisten Spiller y Tommasi (2000). Los problemas
ocasionados por la diferente duración de los términos del contrato
político para las distintas partes son muy relevantes y tienen dos cau-
sas. La primera es que las transacciones políticas potenciales supo-
nen contratos (proyectos de ley) que no se consideran simultánea-
mente para su aprobación (votación); así, el intercambio explícito no
es simultáneo. El hecho de negociar con promesas de voto crea pro-
blemas de observabilidad y numerosas contingencias que generan un
escenario de oportunismo y altos costos de transacción, lo que impi-
de realizar transacciones políticas eficientes. La segunda es que en las
transacciones cuyos flujos de beneficios no son contemporáneos el
sujeto del contrato que ve que sus beneficios se alargan en el tiempo
corre el riesgo de que la parte que ya recibió sus beneficios reniegue
del acuerdo (Weingast y Marshall, 1988).

Por ello, un sistema explícito de intercambio de mercado requiere
instituciones alternativas que den durabilidad a los acuerdos. Las insti-
tuciones son determinantes porque afectan la sustancia, naturaleza y
factibilidad de las transacciones políticas intertemporales y determi-
nan el grado de alineamiento de los incentivos temporales de los suje-
tos políticos. Así, la estructura de governance para cada transacción
política depende de las características del entorno institucional y de sus
propias características, como indican Spiller y Tommasi (2000)18.

Ciertos marcos institucionales no facilitan el intercambio político
porque no reducen los costos de transacción y producen políticas
públicas de poca calidad con altos costos en rigidez e inestabilidad.
En concreto, si el entorno institucional no favorece el acuerdo y el
cumplimiento de intercambios intertemporales políticos eficientes,
cabe esperar que las políticas se caractericen por la búsqueda de be-
neficios de corto plazo, por reglas, procedimientos y estructuras in-
flexibles, por la inviabilidad de reformas políticas deseables y
subinversión en capacidades (Spiller y Tommasi, 2000).

Una novedad en el desarrollo de estos argumentos es la aparición
de una potente línea de análisis empírico (igual que en otros campos

18 Entre las variables del marco institucional que determinan los costos de
transacción y caracterizan la formación de las políticas públicas, Spiller y Tommasi
(2000) señalan los puntos institucionales de veto, las variables determinantes de
quien sostiene esos puntos institucionales de veto en cada momento, la longitud
de los horizontes y sus determinantes, los rasgos institucionales que permiten
movimientos sin control de algunos actores, la independencia y el poder de la
Corte Suprema, la capacidad administrativa y la inestabilidad política. En cuan-
to a los rasgos propios de las transacciones, resaltan el número y cohesión de los
actores políticos implicados, el grado de irreversibilidad de la transacción, la
temporalidad de los contratos, la medición y la universalidad de los intereses
recogidos en la transacción.



Xosé Carlos Arias y Gonzalo Caballero134

de la NEI). Pero esos avances empíricos se limitan en gran medida al
examen de las instituciones políticas norteamericanas (legislativas
sobre todo). Y se han hecho pocos aportes significativos acerca de los
países europeos (Arias, 2000). Además, el APCT está irrumpiendo con
fuerza y contenidos empíricos en diversos países de Europa oriental
y América Latina. Ejemplo muy destacado es el de Argentina, donde
hay trabajos de gran interés en torno a sus instituciones legislativas,
judiciales y su sistema de federalismo fiscal ( Jones, AA. VV., 2000;
Saiegh y Tommasi, 2000).

SOLUCIONES INSTITUCIONALES EFICIENTES

En el escenario de altos costos de transacción en la formación de las
políticas públicas, las instituciones políticas desempeñan, como se
dijo, un papel central en la búsqueda de la eficiencia. El análisis
transaccional estudia esta cuestión, para lo cual introduce el bisturí
en las fórmulas institucionales y organizativas del Estado.

Un mercado político eficiente es aquél en el que: 1) los votantes
pueden evaluar correctamente (en términos del efecto neto sobre el
bienestar general) las políticas emprendidas por los diferentes candi-
datos; 2) sólo se pueden promulgar las leyes y regulaciones que
maximizan el ingreso agregado de las partes que efectúan el inter-
cambio; y 3) se compensa a quienes son afectados adversamente, ase-
gurando que nadie sea dañado por la acción (North, 1990b). La es-
tructura institucional más favorable para promover las condiciones
institucionales y de información que lo hacen posible es la sociedad
democrática moderna con sufragio universal19.

En los sistemas democráticos, que delegan la autoridad soberana
del pueblo para gobernar, las instituciones definen y configuran estas
delegaciones, y generan un marco de confianza que favorece la diso-
lución del dilema democrático, conforme a Lupia y McCubbins
(1998). Para ello son necesarias unas institutions of knowledge que
favorezcan la decisión razonada e impidan que la delegación demo-
crática se convierta en abdicación.

Uno de los costos de transacción que se puede reducir mediante
un adecuado diseño de los mecanismos de gobierno es el que se deri-
va del problema de credibilidad asociado a la consistencia temporal
de la política. En los compromisos políticos creíbles en sentido
motivacional no existe divergencia entre incentivos ex ante e incenti-

19 Esas condiciones son: que las partes tengan información y modelos correc-
tos; que los resultados se comuniquen al agente y éste vote como se acordó; que
los votos se ponderen por el conjunto de ganancias y pérdidas netas, y que el
intercambio se logre a bajo costo (North, 1990a).
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vos ex post; así, el sujeto político asume un compromiso y desea res-
petarlo posteriormente, por lo que no se generan altos costos de tran-
sacción. Entre las razones que contribuyen a que la autoridad política
obtenga esa credibilidad conviene señalar la posibilidad, mencionada
por North y Weingast (1989) y Dixit (1996), de que aquél haya acu-
mulado un “capital reputacional” gracias a un precedente de compor-
tamiento responsable, y, conforme a los modelos de juegos repetidos,
no le interese romper su reputación de jugar limpio: el “largo brazo
del futuro” incentiva el cumplimiento.

Pero las condiciones para la solución cooperativa en juegos repeti-
dos son infrecuentes; en muchas ocasiones esta capacidad de com-
promiso no es suficiente y existe el riesgo de que la autoridad política
opte por un incumplimiento oportunista ex post. Por ello es relevan-
te la credibilidad imperativa, que se logra con la fijación de reglas que
impidan que los poderes públicos violen sus compromisos ex post (lo
que rememora el espíritu de Ulises atado a su nave para no dejarse
llevar por el canto de las sirenas).

En esa dirección, North (1993) ha señalado que el marco
institucional debe garantizar los compromisos creíbles necesarios para
lograr bajos costos de transacción. Las instituciones políticas que res-
tringen el oportunismo ex post mejoran el cumplimiento y facilitan la
contratación, creando un entorno de seguridad que, al aumentar el
horizonte temporal y reducir la tasa de descuento subjetivo, favorece la
inversión y el desarrollo: la habilidad para comprometerse tiende a
ampliar el conjunto de oportunidades. En palabras de Shepsle (1991),
la discreción es enemiga de la optimalidad y el compromiso su aliado20.

Una solución al problema de la inconsistencia temporal se puede
hallar estableciendo instituciones no mayoritarias en el sentido de
Majone (2001). En ese caso, cobran relevancia las restricciones cons-
titucionales que establecen delegaciones políticas en ciertas áreas y
limitan el poder discrecional del gobierno: se trata de conseguir la
credibilidad del compromiso a largo plazo a través de la delegación
en un agente con diferentes preferencias temporales o con estructu-
ras de incentivos diferentes a las del principal. Es el caso de la delega-
ción de la política monetaria a los bancos centrales o la cesión de
poderes a entidades supranacionales como la Comisión Europea.

Esta no es la primera vez que el razonamiento económico conclu-
ye que la fijación de reglas es necesaria para obtener un resultado
óptimo de las políticas públicas. A esa misma conclusión llegaron,

20 No obstante, parte de esta literatura está lejos de idealizar la política eco-
nómica regulada y señala que hay un trade off entre ventajas del compromiso y
flexibilidad en la respuesta política al cambio de circunstancias (Shepsle, 1991;
Dixit, 1996).
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con diferente grado de solidez teórica, el monetarismo, la teoría de la
política económica constitucional (Buchanan y Brennan, 1981) y la
teoría de la inconsistencia temporal (Kydland y Prescott, 1977). La
novedad consiste en que la necesidad de ahorrar costos de transac-
ción es el eje de esa argumentación.

La noción de compromiso y su papel central se han incorporado
al análisis de diferentes políticas públicas. Es de destacar el caso de
las políticas que regulan el sector de las telecomunicaciones, exami-
nado en profundidad por Levy y Spiller (1994; 1996). Mediante una
comparación de esas políticas en varios países, muestran convincen-
temente que el diseño de un sistema de regulación exitoso exige eli-
minar las estructuras de governance que favorecen acciones adminis-
trativas arbitrarias y establecer compromisos acerca de los esquemas
de incentivos (es decir, reglas sobre precios, condiciones de entrada o
interconexión). Sólo así, y en un contexto de ajuste a las condiciones
institucionales prevalecientes en cada país, es posible la formación de
capital en el largo plazo.

El énfasis en la noción de compromiso ha suscitado enfoques muy
fructíferos del cambio institucional en coyunturas históricas deter-
minadas. Así en el artículo ya citado de North y Weingast (1989),
donde se muestra que en la Inglaterra de finales del siglo XVII la nue-
va fórmula institucional de gobierno representativo hizo posible que
representantes de diversos sectores incidieran en la elaboración de la
política pública, protegiéndolos del asalto político y garantizando el
cumplimiento del compromiso estatal en favor de los derechos de
propiedad. La clave del éxito de la vía británica de expansión capita-
lista fue la separación de poderes en la estructura del Estado entre
diversos actores, la cual impidió que el soberano tomase ventaja de su
autoridad delegada.

Esta línea argumental remite a la literatura sobre actores de veto,
a la que hizo un gran aporte George Tsebelis (1995). La presencia de
actores de veto –agentes cuyo acuerdo se requiere para tomar una
decisión política– resuelve el trade-off entre la capacidad de los pode-
res públicos para hacer cambios de política (decisiveness) y su capaci-
dad de compromiso para mantener una política dada (resoluteness),
como señalan Cox y McCubbins (1999)21. La capacidad de compro-
miso de las políticas aumenta y la de decisión disminuye no sólo

21 En el continuo de posibilidades decisiveness-resoluteness, ambos extremos
suponen no gobernabilidad, bien se trate de un poder político sin capacidad de
compromiso (la ausencia de balances y contrapesos hace demasiado fácil cambiar
las políticas) o sin capacidad de decisión discrecional (la incapacidad para acor-
dar el cambio de política puede generar efectos perversos, como la guerra
institucional o el estancamiento).
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cuanto mayor sea el número de actores de veto sino también cuando
aumenta la disparidad de sus posiciones políticas y la cohesión inter-
na de cada uno de ellos. El aumento de estos tres factores reduce el
winset del statu quo –conjunto de políticas que concitan el acuerdo
suficiente para salir del statu quo– y da mayor estabilidad a las políti-
cas, es decir, reduce el potencial para introducir cambios.

Entre las técnicas de separación de poderes, las tres opciones clá-
sicas son el presidencialismo, el bicameralismo y el federalismo. A
ellas cabe añadir la judicatura, que puede ser un actor de veto si es
independiente y tiene poder para juzgar la constitucionalidad de la
legislación propuesta o promulgada. Como mostró Weingast (1993;
1995), así se abren cauces para limitar el poder del gobierno; es decir,
las instituciones políticas comprometen de forma creíble al Estado
en su tarea de respetar los derechos políticos y económicos, lo que
favorece la existencia de mercados prósperos. No obstante, si los puntos
de veto recaen en agentes con las mismas preferencias, la “regla de
absorción” anula la efectividad de tales vetos22.

El sistema de partidos es la variable central para entender por qué
algunos actores con problemas acaban controlando vetos separados
en el proceso legislativo, fundamentalmente en lo que se refiere a su
grado de concentración. Donde el sistema electoral es representativo
y con distritos amplios, el sistema es “débil” (pocos incentivos electo-
rales para coaligarse), mientras que donde es mayoritario y con dis-
tritos pequeños es “fuerte” (altos incentivos a la coalición electoral);
cada sistema determina el número de partidos, y cuanto mayor sea
éste, mayores son los costos de transacción y las posibilidades de es-
tancamiento23 (Cox y McCubbins, 1999).

22 Un gobierno es dividido cuando no hay un partido único que controla todos
los poderes separados; en caso contrario, el gobierno es unificado. Cox y
McCubbins (1999) señalan que cuando hay un gran número efectivo de actores
de veto la política es distributiva en intención, buscando satisfacer intereses
privados particulares individuales, en vez de buscar la provisión de bienes públi-
cos y la eficiencia asignativa. En este escenario se favorecen las fiscal pork rents
–rentas derivadas de los proyectos públicos localizados en un distrito electoral
determinado–.

23 También es relevante si el sistema electoral convierte en protagonista al
candidato individual o al partido: si ocurre lo primero, los costos de transacción
son mayores, existen partidos débiles y poca oferta de bienes colectivos. Los
marcos institucionales que incentivan a los políticos individuales a cultivar un
voto personal conducen a que los legisladores en busca del voto provean de
bienes privados o públicos locales a su electorado, y de servicios particulares a
grupos de interés especiales.
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INSTITUCIONES LEGISLATIVAS Y SISTEMA BUROCRÁTICO

En esta sección se sintetizan algunos de los argumentos
neoinstitucionalistas más relevantes sobre dos elementos claves del
aparato estatal: las instituciones legislativas y el sistema burocrático.

El APCT señala que en una democracia representativa moderna la
estructura institucional está ideada para ayudar al intercambio entre
grupos y que la legislatura es el mercado más eficiente de tal demo-
cracia. North (1990b) destaca que el cuerpo legislativo se caracteriza
por bajos costos de transacción si se compara con un régimen políti-
co totalitario.

El enfoque previo del intercambio de votos –logrolling–, encabe-
zado por James Buchanan y Gordon Tullock, olvidaba algunos de los
problemas más profundos de los intercambios legislativos: de infor-
mación y medición, de cumplimiento imperfecto de acuerdos, y la
dimensión temporal de los intercambios (Weingast y Marshall, 1988;
North 1990b; Saiegh y Tommasi, 1998). Cuando se incluyen estos
factores, el diseño institucional del legislativo, que debe incluir reglas
formales y métodos organizativos informales, pasa a ser un elemento
de vital importancia.

Como ya se dijo, los mecanismos que garantizan el intercambio
en contextos de mercado son inapropiados para asegurar la eficiencia
del poder legislativo en presencia de los problemas del intercambio
no simultáneo o de los flujos de beneficios no contemporáneos. Los
problemas de incumplimiento ex post exigen un diseño cuidadoso
del marco institucional legislativo (Weingast y Marshall, 1988). Las
instituciones legislativas se pueden considerar como acuerdos ex ante
de cooperación entre políticos, de modo que el objetivo de las fórmu-
las institucionales sería el de efectuar las transacciones políticas en el
tiempo y en el espacio, teniendo en mente que el problema es medir
y hacer cumplir el intercambio de derechos (North, 1990b).

En la literatura, el prototipo de un sistema legislativo eficiente
son las comisiones del parlamento de Estados Unidos, que favorecen
las transacciones intertemporales entre políticos24. Cada comisión tie-
ne jurisdicción sobre una serie de cuestiones políticas y posee el dere-
cho monopólico de someter a votación de la cámara cualquier tema
de su jurisdicción. En cuanto a su composición, cada comisión cons-
ta de un número dado de legisladores seleccionados a través de un
sistema de antigüedad que permite mantener su permanencia cuan-
do el congresista es reelegido. Así se institucionalizan los derechos

24 Las principales referencias son: Shepsle y Weingast (1987) en cuanto al
marco teórico, y Weingast y Marshall (1988) en cuanto al análisis aplicado.
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sobre el poder de agenda y se sustituye la compraventa de votos legis-
lativos en un mercado explícito, por lo que surgen menos problemas
por incumplimiento ex post que en el mercado, gracias al acceso res-
tringido a la agenda25.

Así, una coalición que busque sacar adelante un proyecto de ley
necesita el respaldo de la mayoría de la comisión que posee el dere-
cho de agenda en esa materia, de modo que la mayoría de la cámara
no es suficiente si carece del respaldo de la mayoría de esa comisión.
Esta rigidez garantiza los compromisos y dificulta el cambio político
(en la medida en que deben cambiar los intereses representados en la
comisión para cambiar las políticas). Esto protege los derechos de
propiedad de los actores políticos y promueve la eficiencia a la hora
de realizar las transacciones políticas entre representantes de distin-
tas circunscripciones.

Finalmente, cabe señalar que el APCT incorpora el estudio de los
sistemas burocráticos, que se analizan siguiendo dos enfoques. El
primero es el que adopta la corriente que aborda la relación de agen-
cia entre el principal político y la agencia burocrática. El buen fun-
cionamiento del Estado constitucional exige que el principal logre la
colaboración de la agencia reguladora para llevar a cabo las políticas
aprobadas. El problema de control en esta relación de agencia es oca-
sionado por la existencia de varias dimensiones de esfuerzo y resulta-
do imperfectamente observables, y por el hecho de que algunos agentes
burocráticos tratan con diversos principales (Dixit, 1996). Cuando
estos problemas transaccionales no se resuelven de manera adecuada
y el principal no logra controlar su contrato con la burocracia, el sis-
tema burocrático puede constituirse en un actor de veto, como argu-
mentan Cox y McCubbins (1999).

En el análisis acerca de quién mantiene el poder en esta relación
de agencia hay dos enfoques. Mientras que, en su análisis tradicional,
Niskanen (1971) atribuye el control a una burocracia maximizadora
del presupuesto, los teóricos del dominio legislativo destacan el po-
der del Congreso (Weingast, 1981; Weingast y Morán, 1983;
Weingast 1984). Ambas tradiciones dan un peso excesivo al poder de
una sola parte de la relación de agencia.

25 Los legisladores, en vez de pedir votos a otros legisladores para aprobar los
proyectos que les interesan, piden asiento en las comisiones que más afectan a
sus intereses de reelección, es decir, estar presentes en las comisiones cuya juris-
dicción es de vital importancia para los electores de su distrito. Así, en la con-
formación de la comisión opera un mecanismo de autoselección que hace que
cada comisión recoja preferencias remotas sobre su jurisdicción (se nombra a los
legisladores en las comisiones que más valoran).
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McCubbins, Noll y Weingast (1987; 1989) intentaron entender
la burocracia mediante una teoría del control legislativo –cuyo eje
son los legisladores más que la burocracia– que subrayaba el control
ex ante para programar adecuadamente a la agencia (por ejemplo, a
través de procedimientos administrativos). Pero estos desarrollos aun
no tratan adecuadamente el problema de incertidumbre política oca-
sionado por los derechos de propiedad incompletos inherentes a la
política democrática, que entre otras cosas llevan a que la mayoría
legislativa actual intente limitar el control que la legislatura de maña-
na pueda tener sobre la burocracia (Moe, 1990; 1997).

Epstein y O’Halloram (1999) estudiaron desde una perspectiva
transaccional la delegación política del legislativo en el ejecutivo como
un problema de trade-off entre costos de transacción externos –gene-
rados por la delegación del Congreso en la burocracia (que incluyen
el riesgo de hold-up por conceder derechos residuales de decisión a
un burócrata cuyos objetivos difieren de los del legislador)– y  costos
de formar la política en el proceso legislativo normal a través de co-
mités (que incluyen logrolling, ineficiencia y retrasos). Los congresis-
tas establecen las instituciones de governance más propicias para su
reelección, y sólo delegan ciertas áreas a la burocracia, en un proceso
análogo al de integración vertical de las empresas26.

En el segundo enfoque, que estudia el sistema burocrático en sí
mismo sin centrarse en la relación de agencia, se destaca el ensayo de
Moe (1990; 1997) que intenta construir una teoría de la administra-
ción pública adoptando una visión sistémica de la “política de la elec-
ción estructural” para explicar cómo opera el sistema y quién hace qué
cosas. Una de sus variantes considera que el sistema burocrático es una
organización jerárquica cuya estructura de governance es el objeto de
estudio del APCT. Así, el objetivo de eficiencia reserva un lugar para la
burocracia pública, como señaló Williamson (1999), para quien la bu-
rocracia pública es la estructura más adecuada para abordar las transac-
ciones “soberanas”, entre ellas los asuntos exteriores.

Los trabajos empíricos que siguen este segundo enfoque, como el
de Aoki (1999a) sobre la economía japonesa y el de Burki y Perry
(1998) sobre la economía latinoamericana, estudian las burocracias
de esos países desde perspectivas particulares.

26 Son de interés ciertas diferencias entre el proceso de integración vertical de
la empresa y el de delegación política en el ejecutivo: 1) en política no hay
equivalente al libre mercado, y debido a las normas constitucionales la rama
ejecutiva del gobierno es la única que puede recibir la delegación (no hay com-
petidores); 2) la capacidad del Congreso está limitada por el número de congre-
sistas y no se puede expandir como una empresa; 3) los contratos entre el Congreso
y el ejecutivo se caracterizan por el alto grado de control del primero, mayor que
el de una empresa.
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En resumen, durante la década pasada el análisis político de cos-
tos de transacción fue una de las ramas más fructíferas y brillantes del
programa de investigación de la NEI. Además, ha impulsado la crea-
ción de una Nueva Economía Política que intenta construir modelos
político-económicos institucionalmente más ricos cuyos fundamen-
tos incorporan modelos de comportamiento humano menos
reduccionistas que los de la economía neoclásica anterior a Coase.
Sobre esos fundamentos microeconómicos más sólidos, elabora una
nueva teoría del Estado, una de cuyas ideas centrales es que el com-
portamiento de los sujetos políticos y los resultados de sus acciones
están determinados, en gran medida, por la configuración institucional.
Pese a que durante algún tiempo estos avances teóricos no estuvieron
acompañados de una ampliación de sus contenidos empíricos, esto se
ha empezado a corregir en los últimos años. Quizá este sea el princi-
pal reto del análisis político transaccional.
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